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Accionante: Luis Eduardo Marín Gallego
Accionado: UARIV y otro
Decisión: Revoca y niega

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
IGUALDAD / MÍNIMO VITAL / VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO / LÍMITES DE LAS AYUDAS A QUE TIENEN DERECHO / DEBERES Y CARGA PROBATORIA DE QUIEN PRETENDA OBTENER AYUDAS HUMANITARIAS Y PROTECCIÓN DE LA UNIDAD NACIONAL DEL PROTECCIÓN.
… en términos generales la acción de amparo no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas o ayudas humanitarias como víctimas de la violencia, en especial porque en ese tipo de casos hay un considerable número de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que las instancias administrativas como la UARIV y la UNP resuelva su situación, por lo que permitir que lo deprecado se otorgue en sede de tutela, indudablemente repercutiría en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran en iguales o peores condiciones a las narradas por el accionante.

En otras palabras, la calidad de sujeto de especial protección que en general ostentan TODAS las personas reconocidas como VÍCTIMAS, no puede convertirse en una coartada para solicitar todo tipo de protecciones, auxilios y ayudas en cualquier tiempo a través de acciones diversas a las legalmente consagradas para esos fines, y que la judicatura se encuentre en el deber de otorgar ese tipo de reconocimientos sin la revisión y CERTEZA del cumplimiento de unos requisitos mínimos. Así las cosas, se pregunta la Sala cómo es posible que si el señor Luis Eduardo Marín Gallego fue víctima de desplazamiento forzado desde el año 2001, es decir hace 18 años, continúe en la actualidad solicitando ayudas de emergencia, como lo es la de arrendamiento. (…)
Por otro lado, tampoco puede inferirse que todas las víctimas gozan de los mismos derechos, pues hay criterios de priorización y análisis de los casos concretos y de las condiciones familiares y económicas, y su estudio está en cabeza de las entidades competentes para ello, como son la UARIV y la UNP, quienes cuentan con las herramientas para evaluar cuáles son las necesidades de los usuarios, obviamente con la cooperación de los solicitantes, como acertadamente lo indicó la entidad impugnante, pues no puede afirmarse que quien pretende hacerse acreedor de un reconocimiento brindado por el Estado, pueda limitarse a presentar una solicitud y cruzarse de brazos mientras que se le da una solución…
Entonces, debe tenerse en cuenta que pese a que el señor Marín Gallego efectuó una solicitud de protección de vida y seguridad, no ha diligenciado ni aportado de manera adecuada la totalidad de la documentación que la ley exige para estudiar la viabilidad de adoptar las medidas pretendidas en su favor, ni la acreditación de que él hace parte de la población objeto de los programas que maneja esa entidad, por lo que no puede alegar el actor una actuación arbitraria y omisiva por parte de la UNP cuando ha sido  él quien ha incumplido sus deberes para que se pueda llevar a cabo el trámite conforme a lo establecido en el Decreto 1066 de 2015.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN –UNP-, contra la decisión proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 23 de enero del año avante, mediante el cual se tutelaron los derechos fundamentales a la igualdad, a la dignidad humana y al mínimo vital del señor LUIS EDUARDO MARÍN GALLEGO.  
ANTECEDENTES:

De acuerdo a lo narrado por el accionante, se tiene que él es un ciudadano de la tercera edad que junto con su familia fueron víctimas del conflicto armado interno desde el año 2001, expresó que la UARIV desde entonces tiene conocimiento de su situación y sin embargo no ha hecho las gestiones pertinentes con el fin de que se le brinde una solución. 
Expresó además que actualmente es defensor de derechos humanos y representante legal de la ONG DEA Internacional Derechos Humanos Derecho Internacional Humanitario, lo que le ha traído como consecuencia amenazas, maltratos y humillaciones, agregando que la Sociedad de Activos Especiales de Colombia SAE S.A.S, de manera abusiva lo desalojo a él y a su familia de un inmueble semidestruido que fue incautado por el Estado, y que actualmente no cuenta con los recursos para pagar un arrendamiento.
Indicó que debido a su situación interpuso una acción de tutela, la cual le correspondió al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, Despacho que amparó su derecho fundamental de petición y le ordenó a la UARIV que en el término de 10 días contestara en forma integral en qué iba el procedimiento de reparación por vía administrativa, conforme se había solicitado en una petición del 27 de noviembre de 2017, sin embargo la entidad accionada no cumplió con el fallo de tutela por lo que el accionante dio inicio al trámite incidental de desacato, el cual fue archivado debido a que la entidad contestó indicando que el reconocimiento y pago se efectuaría a partir del 30 de noviembre de 2018, cosa que no ocurrió. De igual forma expresó que no es la primera vez que incumplen puesto que en el mes de agosto de 2018 le habían indicado que efectuarían el pago, pero tampoco cumplieron.
De igual forma, dijo que ha presentado solicitud a la Unidad Nacional de Protección con el fin de que le den refugio a él y a su familia en otro país para que puedan vivir tranquilos, debido a las múltiples amenazas de muerte, puesto que a pesar de presentar las denuncias ninguna entidad ha hecho nada para salvaguardar su integridad y la de su familia. También añadió en el escrito de tutela que ha recibido un panfleto emitido por el comando central de las Águilas Negras en el que recibía amenazas contra su vida.

Por todo lo anterior solicitó que se reconozca y pague la indemnización Administrativa que le iban a pagar el 30 de noviembre de 2018, también requirió que le ayuden con el arrendamiento, puesto que desde hace 18 años que fue desplazado solo ha recibido 3 ayudas, por lo que pidió que le continúen ayudando hasta que pueda sacar a su familia del país, solicitando a la Unidad Nacional de Protección que lleve a cabo dicho trámite.
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 10 de enero del 2019. Mediante oficio del 11 de enero citó al accionante para que aclarara las pretensiones, posteriormente el 15 de enero del 2019 admitió la acción de tutela, ordenando en dicha disposición vincular a la Dirección de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV, Director General UARIV, a la Dirección de Reparaciones de la UARIV y al Director de la UNP.
La UNP se pronunció frente a la acción de tutela explicando que el actuar de dicha entidad se encuentra delimitado por el Decreto 1066 de 2015, el cual dispone el trámite que se debe seguir con respecto a las solicitudes de protección que son sometidas a su conocimiento, estableciendo que para estudiar la viabilidad de iniciar el procedimiento ordinario del programa, el solicitante debe presentar el formulario de inscripción firmado y debidamente diligenciado, documento que acredite la pertinencia del peticionario a la población de víctima, y denuncia de los hechos recientes de amenaza ante la Fiscalía General de la Nación, Defensoría Procuraduría o Personería.
Refirió que la entidad en varias oportunidades ha requerido al señor Eduardo Marín Gallego para que aporte la documentación completa que lo acredita como población objeto del Programa de Protección, adicionalmente le solicitaron que aportara el certificado de existencia y representación legal vigente de la ONG, sin que a la fecha el actor haya aportado dicha documentación. Por lo que considera la UNP que su actuar no ha sido negligente ni omisivo respecto del caso del accionante, puesto que ha gestionado todas las actividades de índole administrativo que han estado a su alcance, puesto que ha remitido en reiteradas ocasiones por escrito y telefónicamente al actor para que aporte la mencionada documentación.
Señaló que la solicitud de asilo se hace ante los Estados directamente, o a través de los Representantes Diplomáticos acreditados en Colombia o en el extranjero ante las autoridades del respectivo país, pues el Estado no puede interferir en asuntos de otros Estados, ni interceder o pronunciarse frente a las solicitudes de asilo que presenten los nacionales colombianos, por lo que la figura del asilo no está dentro de las medidas de protección a cargo de la UNP.

Por todo lo anterior solicitó que se desvincule a la UNP de la presente acción constitucional, reiterando que desde inicios del 2018 y este año inclusive ha mantenido comunicación constante con el señor Marín Gallego en la que le ha informado sobre el estado de su solicitud y la falta de acreditación de su pertenencia a la población objeto de protección por parte de la UNP.
La UARIV guardó silencio: 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Juez A Quo decidió mediante sentencia del 23 de enero de 2019 tutelar los derechos fundamentales del señor Luis Eduardo Marín Gallego, y en consecuencia, dispuso en la parte resolutiva de dicho proveído, entre otras cosas:  
“SEGUNDO: Ordenar a la Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas de la violencia (o quienes hagan sus veces), que dentro de los seis (6) días siguientes a la notificación de este fallo, disponga lo necesario para que se realice el pago de la ayuda humanitaria en lo que al componente de arrendamiento se refiere, mismo que se deberá efectuar hasta tanto al accionante le sea asignado el componente de vivienda que está pendiente de recibir, salga del país asilado o refugiado o pueda sostenerse por sus propios medios. En lo que respecta a los demás componentes de ayuda humanitaria la UARIV deberá evaluar dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo si al accionante y su grupo familiar es beneficiario del pago del pago de las ayudas humanitarias o de la indemnización administrativa y en caso de ser positivo pagarlas en un plazo prudencial de 15 días hasta tanto se demuestre el accionante puede subsistir por sus propios medios.

TERCERO: ORDENAR a la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN que inmediatamente a la notificación del fallo de tutela, primero solicite a la Cámara de Comercio de Dosquebradas (Risaralda), el certificado de existencia y representación de la ONG DEA INTERNACIONAL, aunado a lo anterior, se ordena a la entidad que brinde acompañamiento al actor para que diligencie los documentos necesarios de manera adecuada y finalmente una vez adecuada y diligenciada toda la documentación, inmediatamente la accionada estudiara el nivel de riesgo del actor y su familia y se brinde la protección adecuada a él y su familia.”

Los fundamentos que motivaron su decisión, están relacionados con que el actor es una persona de especial protección por tratarse de un desplazado, de la tercera edad que tiene a su cargo un menor, resaltando que la UARIV no ha reaccionado ante su vulnerabilidad existiendo en cabeza del actor un derecho aún insatisfecho, a recibir ayuda humanitaria de emergencia completa e integral. 
De igual forma indicó el Despacho que a pesar de que existe otro medio de defensa judicial para salvaguardar los derechos a la libertad personal del señor Marín Gallego, este no es el medio idóneo puesto que el actor además de ser un sujeto de protección especialísima, es un protector de derechos humanos que se encuentra amenazado en su vida y bienes con una familia que debe proteger, lo que hace viable la procedencia de la acción de tutela. 
IMPUGNACIÓN:
Una vez enterada de la decisión de instancia, la UNP presentó escrito en el que indicó que con el fin de dar cumplimiento al fallo de tutela, mediante comunicación interna No. MEM19-00002012 del 29 de enero de 2019 solicitó a la Dependencia encargada la activación de la ruta ordinaria de protección, advirtiendo que la continuidad de la misma quedará condicionada a que el experto encargado junto con el señor Marín Gallego logren acreditar su pertenencia al grupo poblacional objeto de protección de la UNP, resaltando que de no lograr acreditar dicha condición no será viable continuar con el estudio de nivel de riesgo y por ende deberá inactivarse la orden de trabajo por no ser competencia de esa entidad.

Posteriormente procedió a impugnar el fallo de tutela emitido el pasado 23 de enero, reiterando que el actuar administrativo de la UNP se encuentra delimitado por el Decreto 1066 de 2015, por lo que la orden del Juez de Primera Instancia de solicitar el Certificado de Existencia y Representación Legal de la ONG DEA INTERNACIONAL a la Cámara de Comercio de Dosquebradas es extralimitada y contraria a los recursos públicos con los que cuenta la entidad, sin dejar de lado que eso retardaría la atención de todas las solicitudes de protección que diariamente son puestas a su conocimiento, pues en este caso la carga de la prueba recae en el solicitante de protección dado que los interesados en ser acogidos por el programa deben demostrar siquiera sumariamente dicha conexidad, ya que la competencia de la entidad se delimita a las poblaciones objeto de salvaguarda que están a su cargo, pero deben acreditarse en debida forma, so pena de inmiscuirse en atribuciones legales propias de otras entidades del Estado.

Señaló de igual forma en la impugnación que no es posible concebir la acción de tutela como el mecanismo por el cual se disponga adelantar trámites que no recaen en la competencia de la UNP, tales como la acreditación de la población objeto de los solicitantes que ponen en conocimiento de la entidad su situación, porque son los peticionarios quienes deben remitir los documentos indispensables para poder avocar la competencia del caso.
Por lo anterior, expresó que contrario a lo establecido por el A-quo la entidad no ha lesionado las prerrogativas constitucionales del señor Marín Gallego, pues ha gestionado lo que administrativamente ha estado a su alcance, señalando que todo este trámite hubiere podido obviarse si en principio el señor Marín Gallego hubiere acreditado en debida forma su pertenencia a la población objeto de protección y en consecuencia se hubiere gestionado un estudio de nivel de riesgo en su favor que permitiera inferir si era merecedor o no de medidas materiales de protección a cargo de la entidad, por lo que solicitó que se revoque la sentencia de primera instancia.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.

· Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Corporación, si la decisión adoptada por el Juzgado de primera instancia se encuentra acorde a derecho, y efectivamente se evidencia de manera inminente la vulneración de los derechos fundamentales del accionante, o si por el contrario hay lugar a revocar el fallo de primer grado por la inexistencia de tal transgresión.  
· Solución:   

El amparo previsto en el artículo 86 superior, como mecanismo procesal específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica. Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido y estricto, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, y no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

En el presente asunto el accionante considera que la acción de tutela es procedente para ordenar el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa como víctima de la violencia, teniendo en cuenta su edad y su condición de desplazado, lo que lo hace susceptible de aplicarle un enfoque diferencial frente a las demás víctimas, posición que mereció el aval del Juzgado de primera instancia.  

Frente a lo anterior, si bien la Sala reconoce que existen ciertas personas que por sus condiciones particulares pueden ser considerados como sujetos de especial protección constitucional, como ocurre en el caso de las personas que han sido víctimas de desplazamiento forzado, situación que sufrió el accionante en el año 2001, ello no puede ser considerado como una excusa válida para decir que la acción de tutela deba ser convertida en un escenario subsidiario para reclamar los beneficios que son propios de otras instancias administrativas, dirigidas por autoridades ajenas a la judicatura, pues no puede considerarse esta especial acción como un mecanismo alternativo para resolver asuntos que tengan que ver con el ejercicio de trámites administrativos que no le conciernen. 
Quiere decir lo anterior que en términos generales la acción de amparo no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas o ayudas humanitarias como víctimas de la violencia, en especial porque en ese tipo de casos hay un considerable número de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que las instancias administrativas como la UARIV y la UNP resuelva su situación, por lo que permitir que lo deprecado se otorgue en sede de tutela, indudablemente repercutiría en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran en iguales o peores condiciones a las narradas por el accionante.
En otras palabras, la calidad de sujeto de especial protección que en general ostentan TODAS las personas reconocidas como VÍCTIMAS, no puede convertirse en una coartada para solicitar todo tipo de protecciones, auxilios y ayudas en cualquier tiempo a través de acciones diversas a las legalmente consagradas para esos fines, y que la judicatura se encuentre en el deber de otorgar ese tipo de reconocimientos sin la revisión y CERTEZA del cumplimiento de unos requisitos mínimos. Así las cosas, se pregunta la Sala cómo es posible que si el señor Luis Eduardo Marín Gallego fue víctima de desplazamiento forzado desde el año 2001, es decir hace 18 años, continúe en la actualidad solicitando ayudas de emergencia, como lo es la de arrendamiento.

Debemos recordar que la Ley 1448 de 2011 “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”, señala que las víctimas del conflicto armado interno recibirán ayuda humanitaria de acuerdo a las necesidades inmediatas y que guarden una relación directa con el hecho victimizante, puesto que la asistencia que brinda el Estado a las víctimas está encaminada a restablecer la vigencia los derechos de las víctimas con el fin de que puedan sobrellevar su sufrimiento y en la medida de lo posible el restablecimiento de los derechos vulnerados, además, que sea posible recuperar sus condiciones de vida, en especial si la situación de desplazamiento tuvo ocurrencia en una etapa productiva de la víctima.

Mírese cómo las ayudas humanitarias se constituyen en una especie de auxilios que el estado provisionalmente le da a las personas con la finalidad de que superen las vicisitudes que en ese momento las aquejaban, y de esa forma tengan en su favor las herramientas que les permitan acceder a una fuente de empleo, capacitarse, tener mejores servicios de salud, etc., pero ello no quiere decir que esas ayudas se constituyan en asistencias vitalicias que impliquen la manutención “per eternum” de los beneficiarios, lo cual iría en contra de lo que la Doctrina constitucional ha conocido como la regla fiscal, la que implica que el Estado no puede disponer arbitrariamente de su presupuesto para satisfacer necesidades de imposible solución.  
Por otro lado, tampoco puede inferirse que todas las víctimas gozan de los mismos derechos, pues hay criterios de priorización y análisis de los casos concretos y de las condiciones familiares y económicas, y su estudio está en cabeza de las entidades competentes para ello, como son la UARIV y la UNP, quienes cuentan con las herramientas para evaluar cuáles son las necesidades de los usuarios, obviamente con la cooperación de los solicitantes, como acertadamente lo indicó la entidad impugnante, pues no puede afirmarse que quien pretende hacerse acreedor de un reconocimiento brindado por el Estado, pueda limitarse a presentar una solicitud y cruzarse de brazos mientras que se le da una solución, cosa que al parecer ocurre con el actor, quien a pesar de haber presentado múltiples peticiones a la UNP no demostró en esta acción si para el fin perseguido ya cumplió con su deber de aportar TODA la información que se requiere para ello, lo que obviamente contradice el principio de equilibro de las cargas administrativas de las autoridades públicas, el cual exige que aquellos casos en los cuales se requiere el cumplimiento de ciertas condiciones para que un ciudadano pueda hacerse merecedor de un derecho o de un beneficio, en caso de no cumplirlas, es obvio que no puede hacerse acreedor del derecho reclamado, ni mucho menos que tales cargas sean trasladadas a la administración, por tratarse de algo que le concierne única y exclusivamente al ciudadano. 
Entonces, debe tenerse en cuenta que pese a que el señor Marín Gallego efectuó una solicitud de protección de vida y seguridad, no ha diligenciado ni aportado de manera adecuada la totalidad de la documentación que la ley exige para estudiar la viabilidad de adoptar las medidas pretendidas en su favor, ni la acreditación de que él hace parte de la población objeto de los programas que maneja esa entidad, por lo que no puede alegar el actor una actuación arbitraria y omisiva por parte de la UNP cuando ha sido  él quien ha incumplido sus deberes para que se pueda llevar a cabo el trámite conforme a lo establecido en el Decreto 1066 de 2015.

De acuerdo a lo anterior, no avizora esta Corporación que exista por parte de la entidad impugnante ninguna vulneración de los derechos fundamentales invocados por el accionante, lo que denota la improcedencia de la presente acción constitucional. Así lo ha indicado el Órgano de Cierre en materia Constitucional: 

“En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003 o la T-883 de 2008, al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

Como anotación final, debe decirse que, pese a que el amparo concedido al accionante respecto de la supuesta actitud omisiva endilgada a la UARIV, como ya se dijo es irregular, la Sala, acorde con el principio de la limitación, se encuentra maniatada para revocar esa decisión, debido a que la entidad de marras no interpuso recurso alguno.  
Es suficiente lo dicho hasta ahora, para anunciar que se habrá de revocar la decisión de primera instancia, en lo que concierne a la UNP, de conformidad con los argumentos expuestos en precedencia. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: MANTENER EN FIRME LA DECISIÓN de primer nivel, en lo concerniente a los numerales PRIMERO y SEGUNDO del fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 23 de enero de 2019. De conformidad con lo expuesto en la parte motiva de la presente decisión. 

SEGUNDO: ACLARAR que el amparo tendrá relación única y exclusivamente con la UARIV, pero no con la UNP, acorde con lo expuesto en las consideraciones de la presente decisión. 
TERCERO: en virtud de lo anterior, REVOCAR el numeral TERCERO de la decisión impugnada. 
CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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